OFICIO N°2679

Ant.: AD‑19.944.

Santiago, 11 de diciembre de 2003.

Mediante oficio N° 4617 de 5 de noviembre pasado, la señora Presidenta de la Honorable Cámara de Diputados ha requerido de esta Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 74 de la Constitución Política de la República, informe sobre el proyecto de ley‑ iniciado por moción de varios miembros de ese cuerpo legislativo‑ que introduce modificaciones a la ley n ° 16.618, de Menores, tendiente a prevenir la salida al extranjero de menores de edad con fines ilícitos y asegurar su retorno al país. ( Boletín n ° 3408‑18).

Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema de la materia consultada, en sesión del día 9 de diciembre en curso, presidida por su Subrogante don Hernán Alvarez García y con la asistencia de los Ministros señores Libedinsky, Ortiz, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Pérez, Marin, Yurac, Espejo, Medina, Juica y Segura, señorita Morales y señor Oyarzún, acordó manifestar las siguientes observaciones

En la exposición de motivos que precede a la referida moción se hace presente que hechos de público conocimiento acaecidos recientemente han puesto en evidencia la vulnerabilidad de los sistemas de control de la salida de menores de edad del país; materia que se considera regulada inadecuadamente por la Ley del Ramo.

Se sostiene que en la actualidad existen, a nivel mundial, organizaciones criminales que se dedican al tráfico internacional de menores con fines delictivos de diversa índole, que van, desde su explotación sexual y la obtención ilícita de órganos para transplantes hasta la venta de menores con fines de crianza.

Frente a una situación semejante, nuestro país, en virtud de los compromisos internacionales adquiridos sobre la materia, especialmente, como suscriptor de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, se encuentra en la obligación de adecuar su ordenamiento legal y administrativo interno " para brindar una protección eficaz a sus derechos, entre los que se cuenta el mantener una relación permanente y directa con sus progenitores y, sobre todo, protegerlos de posibles atentados contra su dignidad y derechos".

Con miras a cumplir estos postulados en la materia específica de que se trata, el proyecto propone modificar el artículo 49 de la Ley de Menores, que regula la salida de menores al extranjero.

De acuerdo con lo preceptuado en esta norma, cuando el cuidado del menor corresponda a ambos padres, éstos de consuno deben autorizar la salida de un hijo menor al extranjero.

Tratándose de hijos no concebidos ni nacidos durante el matrimonio, pero reconocidos por uno de los padres , corresponde a éste otorgar tal autorización.

Confiada la tuición por el juez a uno de los padres o a un tercero, el hijo no puede salir del país sino con la autorización de aquél a quien se hubiera confiado.

En el caso previsto por el 229 del Código Civil ‑ según el cual, el padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo posee el derecho a mantener con él una relación directa y regular, que ejercerá en los términos acordados con quien lo tiene a su cargo o los que el juez estimare conveniente para el hijo‑; se requerirá también la autorización del padre o madre en cuyo favor se estableció el mencionado derecho.

El permiso requerido en las dos situaciones descritas precedentemente debe prestarse por escritura pública o escritura privada autorizada Por un Notario Público.

Se contempla también la posibilidad de que no pudiera otorgarse o sin motivo plausible se negare la autorización por una de las personas legitimadas para prestarla; casos en los que la autorización podrá ser otorgada por el juez de menores del lugar en que tenga su residencia el menor, debiendo para ello dicho juez tomar en consideración el beneficio que le puede reportar al menor y señalar el tiempo por el que se concede la autorización.

En este contexto, la iniciativa parlamentaria propone modificar el mencionado artículo 49 de la Ley de Menores, agregándole los siguientes incisos 4° y 5° final : " Siempre que un menor salga del país a cargo de un tercero que tuviera a su cuidado personal o tuición, aun existiendo autorización de sus padres, deberá contar con la autorización del juez de menores, el cual tomará las providencias necesarias para asegurar el retorno del menor, resguardando su integridad y bienestar mientras se encuentre en el extranjero".

"Cuando un menor salga del país, las personas adultas a cuyo cargo viajaren deberán dar cuenta, al momento de reingresar al territorio nacional del destino del menor" " En caso de que el menor no retornare, los responsables expondrán al juez competente las razones y si éste lo estimara necesario decretará las medidas para que el menor sea restituido a su lugar de origen, poniendo los antecedentes al juez del crimen(sic) , si el hecho lo ameritara y notificará además en el acto al organismo público encargado de la promoción y defensa de los derechos de los menores".

En ese aspecto, por decisión mayoritaria, se acordó informar desfavorablemente la enmienda propuesta, teniéndose para ello en cuenta, básicamente, dos órdenes de razones:

a.‑. En lo inmediato, es de toda evidencia que las nuevas materias que se asignan a los juzgados de menores, por la frecuencia de las situaciones involucradas en el proyecto, contribuirán a agudizar la crítica posición en la que tales tribunales se encuentran, derivada de la multiplicidad de asuntos que deben atender y de la carencia de recursos humanos y materiales con los que deben afrontarlos.

b.‑ Refuerza el reparo anterior considerar que no se logra advertir la necesidad de promover la intervención de la judicatura para el caso de salida de menores a cargo de "un tercero" (que no se precisa en el proyecto), existiendo la aprobación de los padres.

Se deja constancia que, sin perjuicio de compartir la observación reseñada en la letra "a." que antecede, los Ministros señores Libedinsky, Ortiz, Benquis, Tapia y Segura, señorita Morales y señor Oyarzún, fueron de parecer de informar favorablemente la propuesta de enmienda legal examinada. Tuvieron para ello en consideración los propósitos de protección y resguardo del "interés superior del niño", en el marco de los compromisos adquiridos por Chile, como suscriptor de la Convención sobre Derechos del Niño, y la integridad física y espiritual de los menores, todos los cuales, en su concepto, se intenta prevenir mediante el proyecto de que se trata.

Es todo cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen.

Saluda atentamente a V.S.

